CAUSA Nº 11437 CCALP “CONTER ANA MARIA C/ CAJA DE JUB. SUBS. PENS. PERS. BCO. PCIA. BS. AS S/ PRETENSION ANULATORIA - PREVISION (314)”

En la ciudad de La Plata, a los 31 del mes de  marzo del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “CONTER ANA MARIA C/ CAJA DE JUB. SUBS. PENS. PERS. BCO. PCIA. BS. AS S/ PRETENSION ANULATORIA - PREVISION (314)”, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N°3 del Departamento Judicial de la Plata (expte. Nº -3542-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Gustavo Juan De Santis, Gusatavo Daniel Spacarotel y Claudia Angélica Matilde Milanta.


El Tribunal resolvió plantear la siguiente

C U E S T I Ó N

¿Qué pronunciamiento corresponde?

V O T A C I Ó N
A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:


1. A fojas 23/38 se presenta Ana María Conter, con patrocinio letrado, promoviendo demanda contencioso administrativa contra la Caja de Jubilaciones, Subsidios y Pensiones del Personal del Banco de la Provincia de Buenos Aires.


Articula su acción en base a la pretensión anulatoria que deduce contra la decisión de esa entidad que le denegara su solicitud de reajuste del beneficio jubilatorio con que cuenta.

En ese contexto reclama la percepción íntegra del haber que le fuera reconocido, impugnando los deméritos remunerativos que se le efectúan con fuente en el mayor porcentaje de retención que autoriza la norma del artículo  21 inciso e)  de la ley 11.761 (hoy art. 21 ley 13.364).

Preciso es el relato que aporta la parte actora, relativo a sus antecedentes como jubilada del Banco de la Provincia de Buenos Aires bajo el sistema de la ley 5678, que, según su criterio de reclamo, no establecía aportes ni contribuciones a cargo del afiliado jubilado.

La incorporación sucesiva de ellos, a partir de la ley 9575, hasta llegar al cuerpo legal que objeta y su confronte con la regla que reivindica de aplicación a su caso con la que consolidan los derechos del pasivo desde la obtención del beneficio, conduce sus razones a los óbices de constitucionalidad sobre lo que esgrime como derecho adquirido en relación al monto de sus emolumentos.

De ese modo controvierten la incidencia de las modificaciones ulteriores del sistema (ley 11.761) a su beneficio de jubilación, reconocido a partir de un régimen que no establecía cargos sobre los haberes mensuales (ley 5678).

También objeta los deméritos que provendrían de una incorrecta aplicación de la retribución especial semestral, como la constitucionalidad de los artículos 22, segundo párrafo, 25, 55, 56, 57 y 67 de la ley 11.761.

Tales los términos del planteo inicial.

Así se inicia el contradictorio.

2. A fojas 124/138, toma intervención la Caja demandada.


Su respuesta halla sitio en la aplicación de los aportes que cuestiona la demandante, no sin antes expresar negativa respecto de las afirmaciones de demanda y de señalar la vigencia, de antigua data, de las contribuciones a cargo del pasivo.


Abona su criterio de legalidad afirmando la inaplicabilidad de la doctrina judicial que aporta el escrito inicial (causa SCBA I.1904 “Laureano Martín Santos”) y la presencia de los descuentos objeto de reclamo, aunque en un porcentaje menor (2%).


Fortalece su reporte con la descripción del sistema legal, oponiendo argumentos favorables a la constitucionalidad de las normas que censura la parte actora en su postulación inicial.


Asimismo opone excepción de prescripción por aplicación del artículo 60 de la ley 11.761.


Con ese cuadro de situación defiende la legitimidad de los descuentos por aportes y solicita el rechazo de la pretensión deducida.


Así queda  planteado el contradictorio.

3. Previo traslado de la defensa de prescripción, con su responde, fijados los puntos de controversia y cumplidos con los trámites procesales de rigor, sobreviene la sentencia de mérito que pone fin a la litis en primera instancia (fs. 239/247).


El juez de la causa hace lugar parcialmente a la pretensión de la parte actora y declara inconstitucionales e inaplicables al caso los artículos 22 segundo párrafo, 25, 55, 56 segundo párrafo y  57 de la ley 11.761.


Anula la resolución de la Caja Demandada de fecha 25.01.06 y la condena al pago de las diferencias que pudieran resultar devengadas a su favor desde el 11.08.03, con más el accesorio por intereses que establece.


Finalmente, desestima la demanda en relación con la declaración de inconstitucionalidad del artículo 21 inciso e) de la citada ley 11.761.

Distribuye las costas en el orden causado, esto último por aplicación del artículo 51 de la ley 12.008 (t. seg. ley 13.101).


Para abastecer ese desenlace comienza por recorrer el itinerario normativo que influyera en la situación de la demandante.


Principia por el artículo 25 de la ley 11.761.


Con base en la regla general que determina la norma aplicable en la vigente al tiempo de suceder el hecho fuente del beneficio, deriva en la procedencia del reproche de la actora en relación con una disposición que luce alterando ese principio.


La incorporación al derecho adquirido del beneficiario a ese momento, con cita de doctrina judicial (causas SCBA I. 1985,  SCBA I. 1904  y SCBA I. 2024) y de los artículos 10 y 31 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, son las vías conceptuales por las que transcurre el fallo apelado para admitir ese aspecto del reclamo judicial.


En la misma jurisprudencia se abastece para pronunciar la inconstitucionalidad del artículo 22 segundo párrafo de la ley en consigna, advirtiendo sobre la ausencia de razonabilidad para una excepción a la obligación de aportes a favor de categorías salariales superiores, que implicaría una reducción de contribuciones para el empleador y una del 12% para los pasivos.


Asimismo, en relación con el artículo 56 segundo párrafo de la ley 11.761, en la misma doctrina legal haya apoyo el fallo de la causa para decidir acerca del reproche constitucional que la actora dirige contra aquélla.


En ese marco, deja establecido que en la medida en que el Banco incorpore las asignaciones al concepto de remuneración y disponga sobre ellas el pago de aportes y contribuciones, se deben integrar a la base de cálculo del haber de los pasivos de la ley 5678.


Así, en la medida en que la segunda parte del texto legal implica una reducción de ese haber, concluye en su inaplicabilidad.


Para el sistema de coeficientes del artículo 57 de la  ley 11.761, la derivación de censura constitucional transcurre por el derecho adquirido de la actora, quien al amparo de la ley 5678 goza de la atribución de percibir el 82% del salario correspondiente a la categoría más alta que hubiere logrado.


En ese marco, deriva en que la sustitución de ese régimen por el que establece la nueva disposición (art. 57 cit.) vulnera su derecho de propiedad.


En relación con el artículo 55 de la ley 11.761, en tanto la demandante argumenta percibir un monto menor al que se considera con derecho en concepto de retribución especial semestral, siguiendo la línea trazada por la doctrina judicial en cita, el juez de la causa valora la consagración de una reducción que es violatoria del derecho de propiedad.


Por último, para informar la declaración de improcedencia del ataque constitucional al artículo 21 inciso e) de la ley 11.761 se apoya en la nueva doctrina construida por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires a partir del caso “Velurtas” (SCBA I. 2024).

El juez de la causa se detiene en los fundamentos de esa mutación, decidida por mayoría del tribunal, para informar acerca de la reducción del haber previsional en relación con su cálculo desde el régimen de la ley 5678.


Así, remite a ese criterio de validez, condicionado a que la disminución no traspase los límites constitucionales del ejercicio de la potestad pública en la materia.


A renglón seguido reproduce los argumentos que descartan la presencia de confiscatoriedad, mientras las contribuciones no superen el 33% de las remuneraciones del personal en actividad, frontera esta construida por la doctrina judicial como máximo umbral a ese fin.


Con la aplicación de esa exégesis define la suerte adversa de la acción, en este punto.


También se pronuncia por acoger la excepción de prescripción.


Así se cierra el pleito en primera instancia.

4. Ambas partes apelan ese decisorio, por sendos recursos declarados admisibles por este tribunal.


A sus agravios habré de dedicarme. 


a) Comenzaré por el que formula la parte actora, limitado al rechazo de su planteo de inconstitucionalidad para el artículo 21 inciso e) de la ley 11.761.


En ese marco daré respuesta a la queja, anticipando que no es de recibo.


En efecto, advierto infructuoso el esfuerzo del recurrente por demostrar que el caso no se encuentra alcanzado por la doctrina legal de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de  Buenos Aires (causa SCBA I.2024) que viniera a modificar, precisamente, su anterior posición expuesta en el precedente con el cual la actora informara la procedencia de su demanda (conf. causa SCBA I.1904).


La situación controvertida, en la especie que arriba a esta alzada, ofrece un perfil análogo al que ventilaran aquellos precedentes, sin perjuicio que la vía procesal resulte distinta a la elegida en éste.


Esa circunstancia de equivalencia no varía por las variables adjetivas transitadas.


En efecto, el proceso tramitado (conf. art. 166 CPBA, 12 inciso 2 y ccs. ley 12.008, t. seg. ley 13.101) tiene destino idéntico en la declaración de inconstitucionalidad del artículo 21 inciso e) de la ley 11.761, sin que la habilitación del control difuso que es propio al curso contencioso (conf. art. 50 inciso 4 ley 12.008 cit.) pueda implicar distinta derivación sustantiva con relación al directo elegido en aquellos antecedentes (conf. arts. 161 inciso 1 CPBA y  683 y sigs. del CPCC).


La discusión suscitada tampoco ofrece aristas diferenciales.


Por el contrario, revela una materia, igual que en los precedentes decididos por el Superior Tribunal Local, en la que el punto central de discusión halla lugar en el derecho adquirido de la actora a repeler los aportes al sistema, aplicados sobre sus haberes luego de la obtención del beneficio (conf. art. 21 inciso e) ley 11.761, hoy art. 21 inciso d) ley 13.364), y por lo tanto en la confiscatoriedad que esa circunstancia podría implicar en relación a ella.


En tal sentido la causa no expone prueba que demuestre superado el umbral jurisprudencial del 33%, calculado sobre las remuneraciones de los activos en la determinación del haber de los pasivos, para configurar así un demérito inconstitucional a la luz de esa doctrina.


A cambio, la aplicación del máximo porcentual autorizado (12%) no supera esa frontera y por lo tanto carece de reproche desde el ángulo de apreciación que informa aquella doctrina legal, que veo aplicable y comparto sin cortapisas.


En honor a la brevedad, he de destacar que acuerdo con el criterio de aplicación que abastece al fallo de la causa, cuya exégesis hago mía y doy por reproducida en éste, para dar respuesta a un recurso de apelación que no logra consistencia para demostrar error de juzgamiento.


El semblante singular del sistema previsional, de carácter contributivo y sostenido en el equilibrio de recursos como en un principio elemental de solidaridad, contribuye a fortalecer un criterio favorable a los aportes a cargo de afiliados pasivos, siempre en la medida que ellos no rebasen los límites expuestos, destinados a preservar la garantía de propiedad y con ella los derechos adquiridos al amparo de la legislación vigente al tiempo del hecho constitutivo, que sin duda rodean a los beneficios de la seguridad social.


Las referencias consideradas hasta aquí resultan bastantes para derivar en la insuficiencia de los agravios, pues no aportan convicción de presencia para esos óbices constitucionales.




El recurso pues debe desestimarse y confirmarse la sentencia apelada en este aspecto, que contrariamente a lo que sostiene la recurrente no ofrece contradicciones de entendimiento relativas a la aplicación de la ley vigente al tiempo de ocurrido el hecho generador del beneficio.


Ello así, pues en ese punto lo que determina el criterio de validez constitucional para el artículo 21 inciso e) en consigna es el alcance no confiscatorio del mayor aporte establecido, con su consiguiente impacto en el haber, sobre la base de la posibilidad de modificar esa situación más allá del amparo legislativo del beneficio.


La impugnación pues no prospera (en el mismo sentido causas N° 10.063, “Caminiti”, CCALP, sent. del 16-03-10, N° 10.056, “Silberman“, CCALP, sent. del 16-03-10 y N° 11.106, “Amoroso“, CCALP, sent. del 21-12-10).


b) El mismo criterio confirmatorio anticipo para el recurso de la parte demandada.


En efecto el conjunto de sus agravios no logra demostrar error de juzgamiento en ninguno de los aspectos considerados por el juez de la causa para estimar parcialmente la pretensión articulada.


En ese sentido he de señalar que la prueba de la extensión de los deméritos efectivamente producidos por la aplicación de las disposiciones con tacha de constitucionalidad (arts. 22, 25, 55, 56 y 57 ley 11.761), que argumenta en forma recurrente el Banco demandado en sus agravios, no constituye una crítica eficaz para enervar un conjunto argumental sostenido en una doctrina judicial que resuelve la incongruencia predicada en la demanda con la aplicación de un criterio que se sujeta a la ley aplicable al momento de ocurrido el hecho fuente y a la incorporación al patrimonio del beneficiario de todo cuanto así resulte. Y, ello así, más allá de la extensión del impacto perjudicial. 


En ese contexto, no encuentro razones que conduzcan a apartarme de esa construcción, de la que participo (causas SCBA I. 1985, SCBA, I.1904 y SCBA I. 2024).


Comparto el criterio con el que resuelve el juez de la causa el planteo relativo al artículo 25 de la ley 11.761.


Nada indica en el curso adjetivo en sentido contrario a un texto legal que luce en franca y manifiesta oposición al principio que determina el derecho al beneficio al amparo de la legislación vigente al tiempo del hecho generador y la incorporación a su patrimonio de todo cuanto así resulte, sin posibilidades ulteriores que no deriven de ese mismo marco normativo.


Hago mío ese criterio de exégesis.


También participo del entendimiento que, asentado en la misma regla (arts. 17 CN y 31 CPBA), deriva en la inconstitucionalidad  de los artículos 55 y 57 de la ley 11.761, en cuanto ambos ingresan al derecho de propiedad del jubilado, alterado por la incidencia del nuevo sistema normativo tanto en el cálculo de la retribución especial semestral como en la base del cálculo retributivo (82%), ambos conceptos incorporados definitivamente en el especio de la ley que rigiera el otorgamiento original (5678).


El alcance irrazonable del artículo 22 segundo párrafo, traído a polémica, concita igualmente mi concordancia con los argumentos que ofrece la sentencia pronunciada y la doctrina judicial en la que se apoya.


Ello así abastecido en un cuadro de liberación de aportes que no se compadece con la base de sostén de un sistema de carácter contributivo informado en la solidaridad social.


Participo de ese entendimiento para el que el recurso no ofrece agravios consistentes.


Por último, en lo concerniente al artículo 56 último párrafo del cuerpo legal en análisis también expreso mi plena coincidencia con los fundamentos provistos por el fallo atacado, que hago míos por razones de brevedad.


La reducción del haber que conlleva la aplicación de esa disposición, expuesta en la no incorporación de asignaciones a las que el empleador les confiera concepto de remuneración con aportes, abastece de manera suficiente el criterio de inaplicabilidad por el que se decide la controversia en este punto.


Ello así, la sentencia apelada no ofrece error de juzgamiento.


El recurso de la parte demandada sigue pues la misma suerte adversa que el de su contraparte.


Así he de pronunciarme.


Por ello, propongo:


Rechazar los recursos de apelación de ambas partes y confirmar la sentencia atacada  en todo cuanto ha sido materia de sus agravios (conf. arts. 12 ,  14,  16, 18,  50, 55, 56, 58 y ccs. de la ley 12.008, t. seg. ley 13.101).


Las costas de la instancia deberán distribuirse en el orden causado (art. 51 ley 12.008 cit.).


Así lo voto.


A la cuestión planteada, el Dr. Spacarotel adhiere al primer voto.


A la cuestión planteada, la Dra. Milanta adhiere al voto del Dr. De Santis.


De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A


Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, se rechazan los recursos de apelación de ambas partes y se confirma la sentencia atacada  en todo cuanto ha sido materia de sus agravios (conf. arts. 12 ,  14,  16, 18,  50, 55, 56, 58 y ccs. de la ley 12.008, t. seg. ley 13.101).


Las costas de la instancia deberán distribuirse en el orden causado (art. 51 ley 12.008 cit.).


Difiérese la regulación de honorarios para la oportunidad dispuesta por los artículos 31 y 51, decreto ley 8904/77.


Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen, oficiándose por Secretaría.

Firmado: Gustavo  Juan De Santis. Juez. Claudia A.M. Milanta. Juez. Gustavo Daniel Spacarotel. Juez. Monica M. Dragonetti .Secretaria. Registrado bajo el nº 119 (S).

